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Ministerio de Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay
 Dirección General para Asuntos Políticos

Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario

INFORME TEMÁTICO DE RELATORA ESPECIAL SOBRE LA TRATA DE PERSONAS, ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS, SEÑORA SIOBHÁN MULLALLY 

47º SESIÓN DEL CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS
CONTRIBUCIONES DE URUGUAY


El presente se realiza en el marco del Consejo Nacional de Trata y Explotación de Personas (CNTE), con el fin de aportar contribuciones por parte de Uruguay, al informe temático que se encuentra elaborando la Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños, señora Siobhán Mullally, específicamente sobre la aplicación del principio de no penalización en el contexto de la trata de personas. Dicho informe será presentado durante la 47º sesión del Consejo de Derechos Humanos, a llevarse a cabo en el próximo mes de julio.
Uno de los propósitos, es el de identificar las obligaciones fundamentales de los Estados en materia de derechos humanos y examinar cómo las formas de penalización como la privación de la ciudadanía, la detención, los regresos forzados, así como las sanciones administrativas y penales, repercuten en los derechos humanos de las víctimas/supervivientes de la trata.

Asimismo, el objetivo es el de resaltar las nuevas tendencias y las buenas prácticas en la aplicación del principio de no penalización.

Normativa Vigente

En Uruguay el delito de trata de personas está tipificado en el artículo  78  de la ley Nº 18.250, previendo el artículo 79 el delito de facilitación de la trata de personas.
En el mes de agosto del año 2018 entró en vigencia la Ley Integral de Prevención y Combate a la Trata de Personas, Nº 19.643. Esta norma define a la trata de personas con un concepto muy amplio, reconoce distintas formas de explotación de las personas, crea un Consejo Nacional de Prevención y Combate a la Trata y Explotación de Personas (CNTE) como ente rector en la materia. Modifica asimismo normas del Código Penal, ampliando penas y tipificando nuevos delitos.
El artículo 78 de la ley Nº 18.250, fija para el delito de trata de personas (cualquiera fuere su finalidad), una pena mínima de 4 años y una pena máxima de 16 años de penitenciaría. El artículo 79, establece que quien fuera de los casos previstos en el artículo anterior y con los mismos fines, favorezca o facilite la entrada, tránsito interno o la salida de personas del país, será castigado con una pena de dos a ocho años de penitenciaría.
Respecto  de las personas  que son declaradas culpables de buscar o ser clientes intencionalmente de víctimas de trata para realizar actos sexuales comerciales, la pena dependerá  del grado de participación en el delito de trata (autor, coautor o cómplice).

El delito de trata de personas utiliza varios verbos nucleares (participar, reclutar, acoger  personas, entre otros) y abarca la casi totalidad de la casuística sobre los diferentes tipos de trata (trabajo forzoso, explotación sexual, remoción y extracción de órganos,  y cualquier otra actividad que menoscabe la dignidad humana).
Por su parte, el artículo 81 de la ley Nº 18.250, establece que la pena del delito de trata se incrementará de un tercio a la mitad si concurren las siguientes circunstancias agravantes especiales:

	“A)
	Cuando se hubiere puesto en peligro la salud o la integridad física de los migrantes.

	B)
	Cuando la víctima se trate de un niño o un adolescente o el agente se haya prevalecido de la incapacidad física o intelectual de una persona mayor de dieciocho años.

	C)
	Cuando el agente revista la calidad de funcionario policial o tenga a su cargo la seguridad, custodia o el control de las cuestiones relativas a la migración de personas.

	D)
	Cuando el tráfico o la trata de personas se efectuara con violencia, intimidación o engaño o abusando de la inexperiencia de la víctima.

	E)
	Cuando el agente hiciere de las actividades mencionadas en los artículos 77, 78 y 79 de la presente ley su actividad habitual.”


 

En nuestro país, a partir de la vigencia de la ley Nº 18.914 (artículo 5), los Juzgados Letrados en lo Penal especializados en Crimen Organizado son competentes para entender en los casos de trata de personas siempre que dichos delitos sean “cometidos por un grupo criminal organizado”. En los demás casos, la competencia es de los Juzgados Letrados Penales con jurisdicción común de la capital y del interior del país.
Por último, el artículo 77 de la ley Nº 18.250 prevé el delito de “tráfico de personas” y la pena aplicable es de 6 meses de prisión a 3 años de penitenciaría.
Protección y Ayuda a las Víctimas
En los casos que se han dado en nuestro país por los delitos de tráfico y trata de personas, las víctimas de trata son en su gran mayoría mujeres, especialmente victimas de explotación sexual. Se han registrado asimismo, algunos casos de hombres víctimas, principalmente trata laboral.
Por otra parte, corresponde señalar que se aprobó en forma interinstitucional un Protocolo de Protección a las Víctimas y Testigos con Identidad Reservada, en el que los referidos no tienen contacto con los presuntos autores del delito, reciben asistencia médica y psicológica, se trabaja con una unidad especializada de la Fiscalía, que busca por todos los medios evitar la revictimización. A las víctimas extranjeras se les brinda el mismo trato que a las nacionales y si hablan otro idioma, se les recepciona su declaración con traductor oficial. 

Se utiliza también la declaración del testigo protegido de identidad reservada, asignándosele al mismo  un número que consta en el expediente, quedando  los datos identificatorios del testigo registrados en dos sobres cerrados, uno que queda en poder de la Oficina Actuaria del Juzgado en forma reservada y el otro queda en poder de la Fiscalía actuante, por ende, los datos del testigo no son de público acceso.
Concomitantemente, se cuenta con protocolos de actuación para otros funcionarios públicos como Cónsules y funcionarios del Ministerio del Interior, a efectos de optimizar el abordaje estas complejas situaciones.
Finalmente, es preciso señalar lo establecido por el artículo 40 de la ley Nº 19.643: “Las víctimas de la trata o de la explotación de personas no son punibles por la comisión de cualquier delito que sea el resultado directo de haber sido objeto de trata o explotación. Tampoco les son aplicables las sanciones o impedimentos establecidos en la legislación migratoria, cuando las infracciones sean consecuencia de la actividad desplegada durante la comisión del ilícito que las damnificare”.
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